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La Red por la Rendición de Cuentas (RRC) se ha convertido en un espacio para la 
deliberación y el análisis profundo, en torno a las causas que han impedido el desa-
rrollo de un sistema articulado de rendición de cuentas en México, que sea acorde 
con la evolución de nuestro sistema democrático y con las demandas de una socie-
dad cada vez más exigente respecto al uso y manejo de los recursos públicos. 

La contribución de la Auditoría Superior de la Federación (ASF) a las deli-
beraciones de la RRC descansa en su calidad de organismo del Estado, que ha con-
solidado su posición ante la opinión pública en los últimos años. Esto se debe a un 
esfuerzo continuo de privilegiar el trabajo profesional de la ASF y de hacer respetar 
su autonomía técnica y de gestión, al margen de presiones externas. 

En la RRC se han celebrado diversas reuniones y encuentros para establecer, 
con base en un diagnóstico adecuado,  líneas generales para la articulación de una 
política pública en materia de rendición de cuentas. Se han planteado propuestas 
concretas que están plasmadas en un documento que fue presentado ante los par-
tidos políticos el 23 de marzo de 2012. Dentro de estos planteamientos se encuentra  
dotar a la ASF de autonomía constitucional.

Es importante mencionar que en los últimos años, en nuestro país, este tema ha 
sido debatido en distintos foros y bajo diferentes perspectivas. Las discusiones han ge-
nerado cierta confusión. Por ejemplo, se ha llegado a argumentar que la actual Entidad 
de Fiscalización Superior debería adoptar un modelo como el del Tribunal de Cuentas 
europeo; y se concluye equivocadamente que este tipo de instituciones -organismos 
autónomos que no dependen de ningún poder tradicional del Estado- tienen un mayor 
alcance y mas facultades sancionatorias, coloquialmente referenciadas como “dientes”. 

Cabe recordar que en la propuesta inicial proveniente del Poder Ejecutivo 
(1995) para reformar a la Contaduría Mayor de Hacienda, se planteaba la creación 
de un Tribunal de Cuentas al estilo europeo, con absoluta autonomía de los tres Po-
deres del Estado (Ackerman, 2007, p.188).

Sin embargo, las facultades actuales de la ASF, sobre todo en materia de san-
ción, -que es donde se piensa que debería tener más “dientes”-, son las mismas que 

Autonomía constitucional de la ASF

Introducción

Tal como lo señala Acker-
man (2007, p. 187): “La ASF ha te-
nido también un rápido avance con 
respecto a su desarrollo institucional. 
Después de décadas de ser totalmen-
te ineficaz, hoy ha llegado a ser una 
institución altamente profesional e 
independiente. Asimismo, ha actua-
do de manera proactiva en varios 
sentidos, incluyendo el desafío di-
recto a la manera en la cual el Poder 
Ejecutivo maneja sus finanzas”. 

Monica Lizaola
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las de los Tribunales de Cuentas de España, Francia, e inclusive Brasil. En particular, 
recordemos que la ASF puede fincar responsabilidades resarcitorias de manera di-
recta contra el servidor público responsable, a manera de recuperar el posible daño 
patrimonial. Asimismo, actúa como promovente ante las autoridades competentes, 
en el caso de las sanciones administrativas y denuncias penales. 

Es por ello que considero que el debate de establecer un órgano fiscalizador 
con el modelo de Tribunal de Cuentas Europeo, parte de un diagnóstico impreciso. 
Sería pertinente que el debate se diera en torno a mejorar el blindaje con el que de-
bería contar el órgano de fiscalización superior del país, para que su trabajo continúe 
desarrollándose bajo una visión técnica, alejado de influencias con sesgo partidista.

El propósito del presente trabajo es aportar a la reflexión sobre la convenien-
cia de dotar a la ASF con autonomía constitucional, sin generar espacios que pu-
dieran poner en riesgo lo hasta ahora alcanzado en materia de fiscalización superior 
federal en nuestro país. 
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Órganos constitucionales autónomos

De acuerdo con la Enciclopedia Jurídica Mexicana (Órganos constitucionales autó-
nomos, 2002, p.378): “La realidad estatal contemporánea, que en los últimos tiempos se 
ha vuelto compleja y problemática, ha hecho surgir la necesidad de ir perfeccionando las 
formas de actuación de los órganos públicos y la distribución de funciones entre ellos. En 
este contexto comienzan a crearse los órganos constitucionales autónomos”.

Por su parte, Fernández (2009, p. 127), señala que “la mayoría de las funcio-
nes públicas emergentes se han encomendado a organismos distintos de los tradicionales  
órganos depositarios de las funciones del Estado, a los que se les confiere autonomía,  
personalidad jurídica propia y que se suman a los tradicionales Poderes Legislativo, Eje-
cutivo y Judicial; de esta forma, surgen Organismos Constitucionales Autónomos que la 
doctrina identifica como aquellos previstos en la Constitución, dotados por ésta de auto-
nomía, de personalidad jurídica y de patrimonio propios, que no están adscritos a ninguno 
de los Poderes tradicionales y que, en la materia de su competencia, son la máxima auto-
ridad del Estado”.

En el caso de nuestro país, el Instituto Federal Electoral (IFE), la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos (CNDH), el Banco de México y el Instituto Nacio-
nal de Geografía y Estadística (INEGI) son la máxima autoridad dentro del ámbito 
de su competencia. 

El IFE es el poder soberano con respecto a la organización y regulación de 
las elecciones federales; la CNDH defiende los derechos humanos de los abusos del 
Estado; el Banco de México ejecuta la política monetaria y, el INEGI es el encargado 
de emitir las estadísticas oficiales de México.

La naturaleza de estas tareas obliga a diseños institucionales que las aíslen de 
los intereses de los poderes establecidos, de los partidos, así como de cualquier otra 
influencia externa que pudiera afectar su objetividad e imparcialidad.

Tradicionalmente, estas tareas estaban incluidas dentro del ámbito del Poder 
Ejecutivo y con el gradual proceso de democratización, se generaron las condiciones 
para que dicho Poder renunciara a la autoridad en esas áreas.

Autonomía constitucional de la ASF
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Las actividades de fiscalización superior están firmemente vinculadas con la historia 
del México independiente. Desde nuestra primera Constitución, en 1824, se creó la 
Contaduría Mayor de Hacienda -la cual es el antecedente institucional de la actual 
ASF-  cuyas principales funciones eran realizar el examen y la glosa de la contabilidad 
de los ramos de hacienda y crédito público del presupuesto federal. 

La evolución, organización y atribuciones de dicha institución se alternaron 
con las de un Tribunal de Cuentas, al cual se le otorgaron, adicionalmente, facultades 
jurisdiccionales para fincar sanciones. 

A partir de 1867 y hasta el año 2000, la Contaduría Mayor de Hacienda no su-
frió cambios en su denominación.  Fue al término del siglo XX, cuando el tema de la 
fiscalización superior dio lugar a un intenso trabajo legislativo, con miras a establecer 
una nueva entidad de fiscalización superior de la federación. 

Derivado de lo anterior, en 1999, el Congreso de la Unión aprobó importan-
tes reformas constitucionales1 y un año después se promulgó la Ley de Fiscalización 
Superior de la Federación (LFRCF), en donde se prevé la creación de la Auditoría 
Superior de la Federación . 

Entre las facultades y atribuciones de la ASF, destacan las siguientes: 1) Di-
rección de mando con carácter unipersonal, 2) Autonomía técnica y de gestión para 
decidir sobre su organización interna, funcionamiento, resoluciones y manejo de 
los recursos presupuestales que le son asignados, 3) Efectuar revisiones a los tres 
Poderes de la Unión,2 a los órganos federales constitucionalmente autónomos y, 
en general, a todas las instituciones públicas que ejerzan recursos federales, inclu-
yendo los estados, los municipios y los particulares, 4) Fincar directamente respon-
sabilidades resarcitorias y aplicar multas y sanciones cuando se determinen daños 
patrimoniales a la Hacienda Pública Federal.

Lo anterior implica que la fiscalización superior está concebida como una 
actividad del Estado que contribuye al equilibrio entre los tres Poderes de la Unión 

El caso de la fiscalización superior 

1 Entre otras reformas, se encuentra la del Artículo 
74 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que actualmente establece que la re-
visión de la Cuenta Pública tendrá por objeto evaluar 
los resultados de la gestión financiera, comprobar si 
se ha ajustado a los criterios señalados por el Presu-
puesto y verificar el cumplimiento de los objetivos 
contenidos en los programas. 
La revisión de la Cuenta Pública la realizará la Cámara 
de Diputados a través de la Entidad de Fiscalización 
superior de la Federación. Si del examen que ésta re-
alice aparecieran discrepancias entre las cantidades 
correspondientes a los ingresos o a los egresos, con 
relación a los conceptos y las partidas respectivas o 
no existiera exactitud o justificación en los ingresos 
obtenidos o en los gastos realizados, se determinarán 
las responsabilidades de acuerdo con la Ley.
2 De acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 79 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos,
La entidad de fiscalización superior de la federación 
tendrá a su cargo:

“I. Fiscalizar en forma posterior los ingresos y 
egresos; el manejo, la custodia y la aplicación 
de fondos y recursos de los Poderes de la Unión 
y de los entes públicos federales, así como 
realizar auditorías sobre el desempeño en el 
cumplimiento de los objetivos contenidos en los 
programas federales…”
“También fiscalizará directamente los recursos fede-
rales que administren o ejerzan los estados, los mu-
nicipios, el Distrito Federal y los órganos político-ad-
ministrativos de sus demarcaciones territoriales...”

Autonomía constitucional de la ASF
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y que está depositada en la representación popular, que se auxilia de un órgano 
técnico para auditar la Cuenta Pública.

Aunque jurídicamente la labor que lleva a cabo la ASF consiste en la revisión 
de la Cuenta Pública, sus alcances van más allá. Mediante la publicación de los resulta-
dos de sus revisiones, la ASF contribuye, en primera instancia, a la toma de conciencia 
respecto de elementos fundamentales de la gestión pública; y en segundo lugar, a la 
identificación de oportunidades de mejora en el desempeño gubernamental. 

La identificación de los problemas estructurales de la administración pública 
federal y los hechos irregulares son señalados en el Informe del Resultado de la Fis-
calización de la Cuenta Pública (IRCP), ofreciéndose propuestas y recomendaciones 
para su solución, así como acciones correctivas y preventivas.

Entre los problemas que de manera recurrente son objeto de observaciones 
se encuentran los vacíos legales, deficiencias en los procedimientos e incumplimien-
to de metas o programas. El IRCP es de carácter público, una vez que es entregado a 
la Cámara de Diputados.

El proceso de fiscalización superior en México está sujeto a plazos y tiem-
pos que se indican en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM) y que en la práctica han representado un desafío para el impacto del tra-
bajo de la Institución. Esto debido a que el IRCP aún se presenta catorce meses des-
pués del cierre del ejercicio fiscal que se revisa.

La información que presenta la ASF aún no es un insumo oportuno para los 
diputados en la asignación presupuestaria. Con este objetivo, la Cámara de Diputa-
dos ha aprobado diversas modificaciones constitucionales -actualmente en curso en 
la Cámara de Senadores- para la ampliación y fortalecimiento de las facultades del 
órgano técnico fiscalizador.3

Entre las principales modificaciones están: reconocer a nivel constitucional 
el Sistema Nacional de Fiscalización; iniciar la fiscalización el primer día hábil del año 
siguiente al cierre del ejercicio fiscal; tener intervención, bajo ciertas condiciones 
especiales, durante el ejercicio en curso; presentar informes individuales conforme 
vayan concluyendo las auditorías; y presentar un Informe General Ejecutivo del Re-
sultado el 31 de octubre, sobre la Cuenta Pública del año fiscal previo.

3 Cabe mencionar que dichas modificaciones con-
stitucionales están en línea con las propuestas 
de la RRC presentadas a los partidos políticos. En 
particular, con en el inciso c) del apartado sobre el 
diseño normativo institucional para la rendición de 
cuentas; y con los incisos a) y b) del apartado sobre 
sistemas de gestión pública. Para la consulta de las 
modificaciones constitucionales, véase Cámara 
de Diputados, 2012, disponible en http://gaceta.
diputados.gob.mx/Gaceta/61/2012/abr/20120419-X.
html#Dictamen1. Para consultar las propuestas de la 
RRC, véase Red por la Rendición de Cuentas, 2012, 
disponible en http://rendiciondecuentas.org.mx/pdf/
propuesta_rrc.pdf.
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Para responder a esta pregunta podríamos empezar por definir qué se entiende por 
autonomía en el ámbito de la fiscalización, bajo el contexto de que esta labor conlle-
va riesgos de controversia y confrontación. La única manera de superar estos retos y 
mantener la credibilidad institucional en el largo plazo, es mediante el ejercicio cabal 
de autonomía e independencia en la tarea auditora. 

Los conceptos de autonomía e independencia no son una improvisación o 
una ocurrencia para distinguir la labor de auditoría gubernamental de otras tareas del 
Estado, más bien forman parte de las mejores prácticas en el ámbito internacional y 
reflejan las condiciones prevalecientes en las democracias avanzadas. Estos princi-
pios son la base sobre la cual se sustentan las normas profesionales de fiscalización 
pública emitidas por la Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Su-
periores (INTOSAI, por sus siglas en inglés).

La INTOSAI es un organismo internacional cuya meta central es promover el 
intercambio de ideas, experiencias y capacitación sobre la auditoría gubernamental 
en todo el mundo. Esta organización se estableció en 1953, y desde entonces se ha 
privilegiado la adopción de experiencias y conocimientos que se desarrollan en otras 
latitudes, con el fin de incorporarlas a las propias circunstancias.

Desde su creación a la fecha, la membresía de la INTOSAI ha pasado de 34 a 
191 miembros (Entidades Fiscalizadoras Superiores –EFS-) nacionales y la Unión Eu-
ropea) y  cuatro miembros asociados (Asociación de EFS de habla francesa –AISC-
CUF–,  Organización de las EFS de la Comunidad de Países de Lengua Portuguesa 
–CPLP–, el Banco Mundial y el Instituto de Auditores Internos –IIA–). 

La INTOSAI cuenta con un plan estratégico (INTOSAI, 2010), el cual es re-
visado cada cinco años  e incluye la definición de cuatro grandes metas, sobre las 
cuales se basan su estructura, objetivos y actuación. Entre estas metas estratégicas 
destaca el desarrollo y adopción de normas profesionales. En particular, se ha esta-
blecido el objetivo de fusionar las normas y lineamientos de la INTOSAI ya existen-
tes, con las nuevas tendencias y necesidades. Esto se ha realizado en un marco de 

¿Es suficiente la autonomía técnica y de gestión?

Autonomía constitucional de la ASF
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4 Las ISSAIs están conformadas por los documentos 
aprobados en los Congresos de la INTOSAI, máxi-
ma instancia de la Organización, con el propósito de 
orientar las normas profesionales que son adopta-
das, de manera voluntaria, por las EFS para guiar su 
operación técnica. Esto incluye recomendaciones 
sobre los requisitos previos legales, de organización 
y de índole profesional, así como la conducta de los 
auditores, la ejecución de las revisiones y cualquier 
otra tarea que se haya delegado a las EFS. Cuando se 
considera apropiado, los documentos ISSAI pueden 
incluir ejemplos o descripciones de buenas prácticas. 
Las ISSAIs incluyen códigos de conducta, lineamien-
tos sobre independencia y autonomía, normas de 
auditoría en general, y en específico de auditorías fi-
nancieras, de cumplimiento, de control interno, y de 
desempeño; así como guías sobre temas vinculados 
con medio ambiente, deuda pública, sociedades pú-
blico-privadas y regulación económica, entre otros. 
Véase  http://www.issai.org/composite-277.htm
5Véase ISSAI 1, disponible en http://www.issai.org/
media(356,1033)/ISSAI_1S.pdf
6 Véase ISSAI 10, disponible en  http://www.issai.org/
media(459,1033)/ISSAI_10_S.pdf

referencia común denominado “Normas Internacionales de las Entidades Fiscaliza-
doras Superiores” (ISSAI, por sus siglas en inglés).4

Una de las referencias más importantes dentro de la normatividad de la IN-
TOSAI es la Declaración de Lima5,la cual se ha constituido en uno de los legados más 
importantes de la INTOSAI a sus miembros.

La Declaración fue aprobada en el IX Congreso de la INTOSAI que se llevó 
a cabo en Lima, Perú, en octubre de 1977. Este documento define los conceptos bá-
sicos que están involucrados en el funcionamiento de las EFS. Su importancia radica 
en que las definiciones de dichos conceptos se han convertido en estándares que 
eliminan la subjetividad en su interpretación. Este marco objetivo sirve de protección 
para las EFS, respecto de la interpretación que pudieran realizar legisladores y políti-
cos, en el ámbito de sus respectivos países, con la intención de manipular la defini-
ción de elementos vinculados con la labor fiscalizadora de sus órganos técnicos. Las 
interpretaciones sesgadas de términos como autonomía e independencia de las EFS 
tienen un contrapeso en la Declaración de Lima.

Por otra parte, en este documento se abordan las relaciones con el Poder 
Legislativo, gobierno y administración pública, y finalmente, se desarrollan los linea-
mientos para la ejecución de auditorías a operaciones estatales, auditorías a institu-
ciones en el extranjero, control de ingresos fiscales, contratos públicos y obras públi-
cas, y auditorías a empresas con participación del Estado, entre otras.

Asimismo, en 2007, durante la realización del XIX Congreso de la INTOSAI, se 
emitió la  Declaración de México6, la cual complementa la Declaración de Lima.

En particular, establece condiciones básicas para la libre realización de la fis-
calización sin obstáculos políticos, administrativos, financieros o legales; así como la 
apertura al escrutinio público de sus resultados, para garantizar la objetividad de los 
hallazgos detectados, la credibilidad de las instituciones fiscalizadoras, la transpa-
rencia de los procesos y la posibilidad de que dichas observaciones se traduzcan en 
acciones preventivas o correctivas para la mejora de los gobiernos.

Las Declaraciones de Lima y México constituyen una defensa de las EFS para 
preservar su autonomía e independencia. Las referencias en el exterior son una op-
ción natural para las EFS, ya que por ser instituciones superiores, no existen en el en-
torno nacional las posibilidades de encontrar instancias pares que permitan adquirir 
nuevos enfoques para llevar a cabo sus responsabilidades.

Lo que estas normas internacionales señalan es que la fiscalización superior 
es una actividad técnica que, en gran medida, se desenvuelve en la esfera de lo políti-
co. Su institucionalidad depende de la prevalencia de la autonomía e independencia 
respecto de todos los factores vinculados con la militancia partidista y las presiones 
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de los entes auditados. Sólo actuando bajo estos principios se trascienden los aspec-
tos coyunturales y casuísticos de las situaciones que se revisan.

Por su parte, la Asamblea General de la ONU emitió, el  22 de diciembre de 
2011, la resolución sobre “la Promoción de la Eficiencia, la Rendición de Cuentas,  
la Eficacia y la Transparencia de la Administración Pública mediante el Fortaleci-
miento de las Entidades Fiscalizadoras Superiores”7.

En esta resolución se reconocen aspectos centrales para las EFS, como la in-
dependencia en relación con la entidad auditada y la necesidad de que cuenten con 
protección contra cualquier influencia por parte de terceros. 

Asimismo, los miembros de la ONU reconocen  la función que tiene la fiscali-
zación superior para que los aparatos gubernamentales adopten prácticas eficientes 
y eficaces, en beneficio de los procesos de rendición de cuentas. En consecuencia, la 
resolución  alienta a los miembros de la ONU  a aplicar los principios establecidos en 
las Declaraciones de Lima y México. 

Lo anterior refleja que la interacción de las EFS se realiza con actores políticos 
que, en muchas ocasiones, desconocen el tema de  fiscalización superior y auditoría gu-
bernamental y que además, generalmente están guiados por intereses que chocan, de 
manera natural, con la posición de una EFS imparcial, autónoma e independiente.

Cabe aclarar que el término independencia se refiere a la necesidad de que 
el auditor sea ajeno a las prioridades del ente auditado, a la contienda política e, in-
clusive, a la opinión pública, con el fin de realizar su trabajo sobre la base de la vera-
cidad e imparcialidad. Independencia es la actitud -sustentada en la honestidad y 
en el profesionalismo- del auditor respecto de la institución que es revisada, y es un 
requisito necesario para que los resultados de la fiscalización sean válidos. 

Por su parte, la autonomía es una condición institucional, indispensable para 
que la labor de auditoría se efectúe al margen de presiones e influencias externas. 
Específicamente, las EFS deben estar protegidas en la parte técnica de su trabajo (pla-
neación, ejecución, así como elaboración y presentación del informe de auditoría), y 
en la forma de administrar sus propios recursos humanos y financieros.

Desde mi perspectiva, tanto la independencia como la autonomía han sido prin-
cipios respetados en la gestión de la ASF. En lo que se refiere a la independencia, ésta se 
ha dado gracias al proceso de elección del Titular de la Institución8 y a la naturaleza de 
mando unipersonal. En consecuencia, existe un blindaje natural derivado de la plurali-
dad de la Cámara de Diputados, en donde la interacción de las distintas fuerzas políticas 
descarta el nombramiento de alguien identificado con una corriente partidista. 

Adicionalmente, la diversidad de los medios de comunicación nacionales que 
cubren los asuntos vinculados con la fiscalización superior a nivel federal, incluyendo 

7  Véase Organización de las Naciones Unidas, 2012.
8 Sobre la designación del Auditor Superior de la 
Federación, el Artículo 79 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, establece que “la 
Cámara de Diputados designará al Titular de la Enti-
dad de Fiscalización por el voto de las dos terceras 
partes de sus miembros presentes. La Ley determi-
nará el procedimiento para su designación. Dicho 
Titular durará en su encargo ocho años y podrá ser 
nombrado nuevamente por una sola vez…”
Por su parte, el Artículo 80 de la Ley de Fiscalización 
y Rendición de Cuentas de la Federación, señala que: 
“La designación del Auditor Superior de la Feder-
ación se sujetará al procedimiento siguiente:

I. La Comisión formulará la convocatoria pública 
correspondiente, a efecto de recibir durante un 
período de diez días naturales contados a partir 
de la fecha de publicación de la convocatoria, las 
solicitudes para ocupar el puesto de Auditor Su-
perior de la Federación;
II. Concluido el plazo anterior y recibidas las solici-
tudes con los requisitos y documentos que señale 
la convocatoria, la Comisión, dentro de los cinco 
días naturales siguientes, procederá a la revisión y 
análisis de las mismas;
III. Del análisis de las solicitudes los integrantes 
de la Comisión entrevistarán por separado para 
la evaluación respectiva y dentro de los cinco días 
naturales siguientes, a los candidatos que, a su 
juicio, considere idóneos para la conformación de 
una terna;
IV. Conformada la terna, en un plazo que no de-
berá exceder de tres días naturales, la Comisión 
formulará su dictamen, a fin de proponer al Pleno 
los tres candidatos, para que éste proceda, en los 
términos del artículo anterior, a la designación del 
Auditor Superior de la Federación, y
V. La persona designada para ocupar el cargo, 
protestará ante el Plenos de la Cámara.”
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la elección del Titular de la Institución, generan un contrapeso natural a los intereses 
particulares de las distintas bancadas que conforman la Cámara de Diputados. 

Esta independencia es un valor que permanentemente se busca transmitir 
a todo el personal de la ASF. Para ello, se han establecido un Código de Ética, un 
Código de Conducta y lineamientos para prevenir los conflictos de interés, así como 
un modelo para evaluar la integridad de la Institución, el cual es aceptado internacio-
nalmente (Into-SAINT)9.

Por otra parte, en virtud de la autonomía técnica y de gestión que ha prevaleci-
do en el funcionamiento de la ASF, su labor ha estado alejada de influencias externas. 
Más allá de una percepción subjetiva, se cuenta con elementos para poder soportar 
esta afirmación. Por ejemplo, en 2008 la ASF estuvo sujeta a una Revisión Internacio-
nal entre Pares, en la que participaron las EFS de Estados Unidos, Reino Unido y Puerto 
Rico. Como resultado de esta revisión la ASF obtuvo un dictamen favorable.10 

Asimismo, en los medios de comunicación nacionales, se ha ido incrementan-
do la presencia de los resultados de las auditorías11, y la ASF se ha consolidado como 
una referencia en el proceso de rendición de cuentas en México. Otra muestra de la 
relevancia del trabajo de la Institución es su valoración por parte de sectores acadé-
micos y formadores de opinión, como una fuente de información confiable12.

De las normas profesionales de la INTOSAI se desprende que no existe un 
diseño institucional único de fiscalización que represente el escenario óptimo para 
cumplir cabalmente con los objetivos de la auditoría gubernamental externa.

De hecho, el Secretario General de la INTOSAI, Dr. Josef Moser (2010, p.83) 
señala que la auditoría pública externa efectiva se basa, entre otros, en el cumpli-
miento de los siguientes requerimientos: Aseguramiento de la independencia y de 
la autonomía, suficientes recursos materiales y humanos, utilización de normas de 
auditoría profesional, desarrollo de capacidades, hacer visible el valor y los beneficios 
de la fiscalización superior.

De igual manera, la INTOSAI reconoce como un principio básico de la in-
dependencia, que las EFS deben contar con un marco constitucional, legal y regla-
mentario apropiado y eficaz, así como con disposiciones para la aplicación de facto 
de dicho marco.

Queda claro que la condición actual de la ASF propicia el respeto a la auto-
nomía técnica y de gestión de su labor y por lo tanto,  la generación de confianza y 
valor hacia distintos sectores de la sociedad. Sin embargo, es válido cuestionarse si el 
blindaje de la Institución puede ser fortalecido y crear así un mejor escenario para el 
desarrollo de la fiscalización superior en México.

9 Into-SAINT es un instrumento innovador diseñado 
originalmente por la Corte de Cuentas de los Países 
Bajos, para facilitar que el propio personal de las En-
tidades Fiscalizadoras Superiores del mundo, guiado 
por moderadores instruidos, identifique las vul-
nerabilidades a la integridad en su entidad y evalúe 
el nivel de madurez del Sistema de Controles de la 
Integridad implementados. Lo anterior conlleva a la 
determinación de las brechas existentes, y la defin-
ición de medidas para solventarlas y para promover 
la concientización requerida al interior de las EFS.
10 Véase http://www.asf.gob.mx/uploads/62_Docu-
mentos_tecnicos/PeerReview.pdf
11 El 16 de febrero de 2012 se registraron 106 notas de 
prensa alusivas al contenido del Informe del Resul-
tado de la Fiscalización de la Cuenta Pública (IRCP) 
2010, que fuera entregado a  la Cámara de Diputados 
el día anterior. Lo anterior representa un incremento 
de más de 40 por ciento con respecto a la cantidad 
de notas publicadas el año previo, en ocasión de la 
entrega del IRCP2009. 
12 Véase: Reforma, 26 de octubre de 2011, Sección Na-
cional, p. 13; El Universal, 20 de febrero de 2012, Prim-
era Sección, p. 17; El Universal, 22 de febrero de 2012, 
Primera Sección, p. 15; El Universal, 28 de febrero de 
2012, Primera Sección, p. 2; Excélsior, 16 de julio de 
2012, Sección Primera-Nacional, p. 18; y El Universal, 
18 de julio de 2012, Primera Sección, p. 15
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En este sentido, Fernández (2009, p.131) señala que el hecho de que la ASF no 
sea un organismo constitucionalmente autónomo, no implica que no pueda actuar con 
imparcialidad, pero el contexto en el que está inserta le puede restar credibilidad. 

A partir de este argumento, se pueden identificar tres opciones: 1. Mantener el 
estatus actual de la Institución como órgano del Poder Legislativo; 2.Modificar su rela-
ción con la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación (CVASF) 
de la Cámara de Diputados y con la Unidad de Evaluación y Control (UEC)13; 3.Otor-
gar la autonomía constitucional a la ASF, con el blindaje actual contra la injerencia 
política y el enfoque técnico que han generado confianza en los últimos años, así 
como con la obligación de apoyar a la Cámara de Diputados en la revisión de la 
Cuenta Pública. 

13 Sobre las relaciones con la Comisión de Vigilan-
cia de la Auditoría Superior de la Federación de la 
Cámara de Diputados y la Unidad de Evaluación y 
Control, la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuen-
tas de la Federación, en el Artículo 102 establece que: 
“Para el efecto de apoyar a la Comisión en el cum-
plimiento de sus atribuciones existirá la Unidad, 
encargada de vigilar el estricto cumplimiento de las 
funciones a cargo de los servidores públicos de la 
Auditoría Superior de la Federación, la cual formará 
parte de la  estructura de la Comisión.
La Unidad podrá aplicar, en su caso, las medidas 
disciplinarias y sanciones administrativas previstas 
en el marco jurídico y proporcionar apoyo técnico 
a la Comisión en la evaluación del desempeño de la 
Auditoría Superior de la Federación…”
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Con el propósito de aportar a la reflexión sobre la conveniencia de otorgar autono-
mía constitucional a la ASF, considero importante señalar los principales argumentos 
a favor de dicha autonomía e identificar las implicaciones que ésta tendría en el fun-
cionamiento de la Institución. 

En primer término, hay quienes argumentan que si la fiscalización superior 
no recayera en un órgano adscrito a la estructura del Poder Legislativo, la ASF po-
dría auditar más libremente a la Cámara de Diputados (Ackerman y Astudillo, 2009, 
p.314). Habría una clara percepción de que ese Poder no tiene injerencia sobre la 
actuación del órgano fiscalizador14. 

Ante el argumento recurrente de que la Cámara de Diputados perdería la 
facultad de fiscalizar el uso y manejo de los recursos públicos del presupuesto que 
aprueba, Figueroa (2009, p. 150) señala que “la autonomía de los órganos fiscalizadores 
no significa que el poder legislativo pierda su control financiero sobre el Poder Ejecutivo, 
control que le corresponde como depositario de la soberanía popular y como función de 
su papel dentro del sistema de frenos y contrapesos de los poderes públicos. Más que con-
centrarse en la relación subjetiva entre la Auditoría Superior y la Cámara de Diputados, 
habría que centrar la atención en la relación objetiva que se debe establecer a través de 
la información ya que los resultados de la revisión de la cuenta pública que obtenga el 
órgano fiscalizador son un insumo para la toma de decisiones presupuestarias y para el 
control político de la gestión financiera del sector público; este vínculo, estratégico para el 
desarrollo económico, a la fecha, no se ha establecido legalmente”.

Otro aspecto que se ha destacado en diversos ámbitos es que la ASF tendría 
que ser el eje sobre el cual deberían funcionar todos los órganos fiscalizadores del 
país. Bajo esta concepción la ASF haría las veces de órgano rector de la auditoría 
gubernamental en México. En este contexto, la autonomía constitucional abriría la 
posibilidad para que diversas atribuciones de la ASF tuvieran alcance sobre los tres 
niveles de gobierno15. 

¿Qué cambiaría si se otorgara autonomía constitucional  
a la ASF?

14 Aún cuando la ASF no es un órgano constitucion-
al autónomo, se puede afirmar que el Poder Legis-
lativo no tiene influencia en el alcance y desarrollo 
de sus funciones. Una muestra de lo anterior son 
las 11 auditorías que se han practicado a la Cámara 
de Diputados que, a partir de la Cuenta Pública 
2002, cada año ha sido objeto de fiscalización por 
parte de la ASF. 
15 Es importante señalar que el potencial recono-
cimiento constitucional del Sistema Nacional de 
Fiscalización, podría convertir a la ASF en la insti-
tución que encabece la auditoría gubernamental 
en el país.

Autonomía constitucional de la ASF
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Adicionalmente, la autonomía constitucional implicaría una vinculación dis-
tinta con la CVASF, sobre todo en lo que concierne al papel que desempeña la UEC. 
En este caso, la ASF no sería auditada por un órgano dependiente de la Cámara de 
Diputados, cuya naturaleza y alcance, por cierto, no se encuentra en el diseño de fis-
calización de ningún otro país del mundo, tal como lo señala Figueroa (2009, p.154). 
Cabe notar que para una modificación en este sentido, no sería necesaria la au-
tonomía constitucional del órgano de fiscalización, sino más bien una modificación a 
la LFRC, así como a la normativa aplicable de la Cámara de Diputados. 
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No existe un diseño institucional ideal de fiscalización superior. La INTOSAI, más 
que centrarse en el modelo de institución bajo el cual deben operar las EFS, ha he-
cho hincapié en que la auditoría pública externa efectiva debe tener como base 
el cumplimiento de ciertos requerimientos, como lo es asegurar la independencia 
y autonomía de la EFS. Como principio básico de la independencia de las EFS, se 
reconoce la necesidad de que esa condición se encuentre establecida en el marco 
constitucional, legal y reglamentario apropiado y eficaz, y que además se cuente con 
disposiciones para la aplicación efectiva de dicho marco.

En otras palabras, no hay recetas únicas ni mágicas en cuanto al modelo de 
fiscalización. El mejor modelo es aquel que permita generar condiciones para que el 
órgano de fiscalización: (1) desarrolle sus funciones alejado de presiones e influen-
cias externas; (2) emita informes de auditoría con impacto en la actividad legislativa, 
y (3) alcance un lugar destacado ante la opinión pública. 

Desde mi perspectiva, las instituciones de fiscalización superior más presti-
giadas y con mayor efectividad en el mundo, dependen de los poderes legislativos de 
sus respectivas naciones. Tal es el caso de la Government Accountability O!ce de los 
Estados Unidos de América; la O!ce of the Auditor General de Canadá; la National 
Audit O!ce de Reino Unido; la O!ce of the Auditor General de Noruega; y el Tribunal 
de Auditoría de los Países Bajos. 

La INTOSAI, a lo largo de casi 60 años de existencia y con una membresía 
de 191 EFS nacionales y una supranacional –Tribunal de Cuentas Europeo-,  se ha 
consolidado como el máximo referente a nivel internacional, en materia de mejores 
prácticas de fiscalización superior. 

Como se describió anteriormente, la adhesión de las EFS a los principios de 
las Declaraciones de Lima y México de la INTOSAI, le permite salvaguardar su auto-
nomía e independencia. 

La gestión de la ASF se ha apegado a estos principios, en virtud tanto de 
las facultades y atribuciones que le confiere el marco legal, como de la puesta 

Reflexiones finales

Autonomía constitucional de la ASF
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en práctica de disposiciones y lineamientos adecuados para el desarrollo de sus 
funciones. 

La evolución de la fiscalización superior en nuestro país ha sido positiva. En las 
últimas tres décadas, la sociedad mexicana ha expresado demandas que se han ido con-
cretando en reformas constitucionales y leyes específicas para hacer vigente, en prime-
ra instancia, la democracia electoral y la protección de los derechos humanos.

De manera posterior a esos grandes cambios para el avance democrático del 
país, vendrían las temáticas del derecho a la información y a la transparencia, junto 
con la fiscalización del gasto público y la evaluación de los resultados por la aplica-
ción de los recursos económicos de la nación.

Para ambos asuntos se dieron los acuerdos políticos necesarios, tendientes a 
que el legislativo sancionara los textos que rigen y que han servido de fundamentos 
estructurales del desarrollo actual. 

En el caso de la reforma constitucional que creó la ASF, el legislativo proyec-
tó un órgano técnico, independiente y autónomo, encargado de vigilar de manera 
eficiente el manejo y uso de los recursos públicos, así como la instrumentación y 
operación de los programas de gobierno.

La función central de la fiscalización es generar información veraz, susten-
tada en pruebas documentales contundentes, sobre el ejercicio de los recursos 
provenientes del erario. Para ello ha sido indispensable que el órgano fiscalizador se 
desenvuelva con el más alto nivel ético y profesional y un afinado enfoque, técnico 
y especializado, sobre los sectores estratégicos, los programas prioritarios y las áreas 
fundamentales para el desarrollo del país.

Como bien se sabe, el binomio fundamental de las labores fiscalizadoras está 
constituido por la aplicación de conocimientos técnicos desde una posición de es-
tricta neutralidad. No caben, de ninguna manera, la improvisación ni las inclinacio-
nes partidistas, ideológicas, coyunturales o de cualquier otra especie.

Durante la última década, la ASF ha fortalecido su posición para mantener 
la congruencia con los principios técnicos y de imparcialidad que la sustentan, así 
como para responder con todos los elementos a su alcance a la exigencia colectiva 
para que su aportación sea más útil a los legisladores y a la sociedad.

 Esta exigencia tiene una conexión indisoluble con el planteamiento genera-
lizado de todos los segmentos de la población porque se conozca el manejo de los 
recursos públicos y los resultados que con su aplicación se obtienen. Actualmente, 
la fiscalización superior es percibida como un instrumento útil para esos fines, razón 
estimulante para redoblar esfuerzos. 
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Debido a la utilidad de sus servicios, la ASF ha sido objeto de un progresivo 
fortalecimiento en su estructura y funciones. También ha merecido el juicio aproba-
torio de legisladores, actores políticos, sociales y académicos  para que se prosiga en 
la ampliación de sus facultades. 

En este sentido, conviene destacar las modificaciones constitucionales que 
ha aprobado la Cámara de Diputados para consolidar las funciones de la ASF, así 
como para reforzar los mecanismos encaminados al mejor control del ejercicio del 
gasto público y contar oportunamente con información sobre los resultados de las 
revisiones de las cuentas públicas. 

Estas modificaciones constitucionales, -actualmente en proceso en el Sena-
do de la República-, permitirían superar las limitaciones que hoy enfrenta la ASF para 
responder a las crecientes exigencias de la sociedad, respecto a un manejo honesto 
de los recursos públicos. 

Una modificación más amplia en el sentido de otorgar autonomía constitu-
cional a la ASF, alteraría su relación con la Cámara de Diputados, más que favorecer 
su operación interna. 

Por eso, desde mi punto de vista, es posible atender esta situación mediante 
cambios a la legislación, así como a la normatividad aplicables a la Cámara de Dipu-
tados, sin necesidad de recurrir a la autonomía constitucional. 

La evolución del régimen político de nuestro país ha traído consigo el surgimien-
to de nuevas funciones públicas que se han encomendado a organismos constituciona-
les autónomos que no están adscritos a alguno de los tres Poderes tradicionales. 

El IFE y la CNDH fueron creados en respuesta a circunstancias marcadas 
por una incertidumbre generalizada y como resultado de la búsqueda de una mayor 
pluralidad política. 

Asimismo, el otorgamiento de autonomía constitucional al Banco de México 
y al INEGI, obedeció a la necesidad de contar con instituciones aisladas de presiones 
externas y dirigidas por funcionarios públicos con capacidad técnica. En estos casos 
era precisa una delegación de autoridad por parte del Poder Ejecutivo para evitar que 
la política monetaria y la elaboración de las estadísticas nacionales, fueran usadas 
con propósitos políticos. 

Cabe notar que en este mismo contexto se creó la ASF, que sí bien tiene un 
diseño institucional distinto, también respondió a las exigencias de nuestra evolu-
ción democrática. 

La autonomía técnica y de gestión con la que se dotó a la Institución, auna-
da a los principios de independencia que rigen su actuación, le han permitido hacer 
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frente a dichas exigencias al llevar a cabo su función de manera aislada a las presio-
nes políticas. Habría que evaluar en qué cambiaría está situación si la ASF contara 
con autonomía constitucional. 

Adicionalmente, cabe señalar que la fiscalización superior no es una función 
emergente del Estado mexicano que, forzosamente, requiera de la creación de un 
organismo constitucional autónomo. 

En un sistema de pesos y contrapesos, como el de nuestro país, es facultad del 
Poder Legislativo y en particular de la Cámara de Diputados, aprobar el presupuesto y, 
por lo tanto, revisar la Cuenta Pública Federal, para lo cual cuenta con la ASF. 

Sin lugar a dudas, en México se requiere continuar fortaleciendo el esquema 
de pesos y contrapesos, para lo cual es indispensable fortalecer las instituciones de-
mocráticas que le dan sustento. En este sentido, también conviene reflexionar qué 
implicaciones tendría la autonomía constitucional de la ASF para la estructura tri-
partita de poderes. 

Considero que en materia de fiscalización y rendición de cuentas se ha avan-
zado de manera importante. Sin embargo, actualmente nos enfrentamos al reto de 
articular una política pública completa de rendición de cuentas, en la que desde mi 
punto de vista, es más apremiante fortalecer la fiscalización del uso y manejo de los 
recursos públicos, antes que modificar el diseño institucional de la ASF, o de lo con-
trario correríamos el riesgo de retroceder en lo que a la fecha se ha logrado. 
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